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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 
 

TUTELA NÚMERO 413-2021 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., septiembre veintisiete (27) de dos mil veintiuno (2021) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción instaurada por la señora GLORIA 

CECILIA JIMÉNEZ DUARTE, identificada con C.C. No. 52.580.886, contra 

POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS - ARL, por vulneración a los derechos 

fundamentales constitucionales de salud y vida. 

 

ANTECEDENTES 

 
La señora GLORIA CECILIA JIMÉNEZ DUARTE, identificada con C.C. No. 

52.580.886, presenta acción de tutela contra POSITIVA COMPAÑÍA DE 

SEGUROS - ARL, para que se pronuncien sobre las pretensiones impetradas 

por la accionante, consistentes en que se suministre el tratamiento de TERAPIA 

FÍSICA INTEGRAL que fue solicitado el 27 de agosto de 2021. 

 

Fundamenta sus pretensiones en los artículos 1, 11, 48, 49, de la Constitución 

Política de Colombia de 1991. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De  conformidad  con  el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante providencia del catorce (14) de septiembre de dos mil 

veintiuno (2021), dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar 

mediante oficio enviado por correo electrónico a la entidad accionada, a fin de 

que ejerza su derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y 

pretensiones indicados por la accionante. 

 

La accionada POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS - ARL, en alguno de los 

apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“La señora GLORIA CECILIA JIMENEZ DUARTE, reportó un evento de fecha 13 de julio de 
2016, la cual fue calificada como de Origen LABORAL. Bajo los diagnósticos: 
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“De ORIGEN LABORAL 
(cuya competencia está a cargo de la ARL)”. 

 
 SINDROME DEL MANGUITO ROTATORIO BILATERAL (M751) 
 BURSITIS DEL HOMBRO BILATERAL (M755) 

 
Frente a las prestaciones medico asistenciales 
 
“Positiva Compañía de Compañía de Seguros S.A, se permite indicar que en lo que 
refiere a los diagnósticos de origen laboral, esta ARL ha procedió a RESPONDE 
ÍNTEGRAMENTE por el tratamiento médico del Accionante, el cual ha 
versado sobre el diagnóstico reconocido como Origen Laboral”. 

 
FRENTE A LA SOLICITUD EN EL ESCRITO TUTELAR DE AUTORIZACION 
PARA TERAPIAS FISICAS: 
 
“Para dar respuesta a lo indicado y solicitado por la trabajadora GLORIA CECILIA 
JIMENEZ DUARTE, ARL POSITIVA se permite indicar: 

 

“Si bien se tiene que, la asegurada asistió a CONSULTA POR LA ESPECIALIDAD DE 
FISIATRÍA el día 24 de agosto de 2021, se tiene que la médico especialista ordenó 
lo siguiente: 
 

 
 
“Por lo anterior, esta Administradora de Riesgos Laborales generó las siguientes 
autorizaciones: 

 
 FRENTE A LAS AUTORIZACIONES PARA TERAPIA FISICA INTEGRAL- Cant. 

30 
 

“Bajo orden de prestación de servicios No. 32095577 de fecha 08 de septiembre 
de 2021, Positiva Compañía de Seguros procedió: AUTORIZAR PARA TERAPIA 
FÍSICA INTEGRAL, cantidad 30, ante nuestro proveedor de servicios CUIDARTE 
TU SALUD S.A.S.”. 
 

 
 
“Terapias que fueron programadas para los días: 13-14-15-16-20-21-22-23-
27-28-29-30 de septiembre del 2021 Hora 08:00 am, en la Sede CE Carrera 

45 No 94 - 83 Autopista Norte.Vale decir que una vez se abra la agenda en el mes 
de octubre se programaran las TERAPIAS faltantes”. 
 
“Aunado a ello se tiene que, verificadas las bitácoras de la línea se evidencia que 
la usuaria GLORIA CECILIA ha asistido a las consultas del 13 y 14 de 
septiembre sin ninguna Novedad”. 
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 FRENTE A LAS AUTORIZACIONES PARA TERAPIA FISICA INTEGRAL- Cant. 
20 

 
“Bajo orden de prestación de servicios No. 31974154 de fecha 08 de septiembre 
de 2021, Positiva Compañía de Seguros procedió: AUTORIZAR PARA TERAPIA 

OCUPACIONAL, cantidad 20, ante nuestro proveedor de servicios CUIDARTE TU 
SALUD S.A.S.”: 
 

 
 
“Vale decir que dichas TERAPIAS se programaron para los siguientes días: 6-8-9-

10-13-15-17-20-22-24-27-29 del mes de septiembre de 2021 Hora: 9:00 
am”. 
 
“De igual manera vale decir que pese a haber sido autorizadas y programadas 
dentro del plan de manejo de la paciente, se tiene que la usuaria no asistió lo días 

9,10 de septiembre, en ese sentido las terapias se retrasan y así mismo, la 
evolución de la usuaria”. 
 

 
 

“Actualmente, la usuaria se encentra en la tercera sesión por las terapias 
ocupacionales”. 
 

 
 
“Vale indicar que Positiva Compañía de Seguros, procedió a establecer 
comunicación con la asegurada GLORIA CECILIA JIMENEZ DUARTE en 

múltiples oportunidades al No. 314-2857529, sin embargo, no fue posible”. 
 
“En conclusión, se determina que esta Administradora de Riesgos Laborales ha 
procedido a brindar las debidas prestaciones asistenciales que la usuaria GLORIA 
CECILIA ha requerido por el mencionado siniestro”. 

 
“Debe ponderarse por parte de su Despacho Judicial, el acervo probatorio, 

donde se reflejan las Actuaciones Administrativas de la Compañía, y que 
permiten identificar que no se ha vulnerado, ni afectado ningún derecho 
fundamental por parte de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A”. 
 
“Señor Juez, así las cosas es procedente estimar que nos encontramos Frente a 
la Teoría del Hecho Superado, respecto a este tema la corte constitucional en 

sentencia T-100 den1995 señalo: 
 
“La acción de tutela ha sido concebida, como un procedimiento preferente y 
sumario para la protección efectiva e inmediata de los derechos constitucionales 
fundamentales, sin embargo, si la situación de hecho que genera la violación o la 
amenaza ya ha sido superada, el instrumento constitucional de defensa pierde su 
razón de ser”. 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como  se  sabe,  la  acción  de tutela, consagrada en la Constitución Política de 



4 
 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: 

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial. 

 
Como efectivamente se trata de derechos fundamentales, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela  

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a las pretensiones enunciadas en el acápite de antecedentes de la 

presente providencia. 
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Sobre los derechos invocados como vulnerados es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

Sobre del Derecho a la salud en apartes de la Sentencia T-124 de 2019, 

relaciona lo siguiente: 

 
(…) “reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e irrenunciable 
y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”. En el artículo 6º. 
estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: i) 
universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del 
derecho a la salud en todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del cual 

todas las autoridades y actores del sistema de salud interpretarán las normas 
vigentes que sean más favorables para proteger el derecho a la salud; iii) equidad, 
referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al mejoramiento 

de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de 
especial protección; iv) continuidad, según el cual una vez iniciado un servicio no 
puede suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) oportunidad, 
el cual significa que los servicios deben ser provistos sin demoras (...).” 

 
(…) “la sentencia T-121 de 2015, reiteró que el derecho a la salud no está limitado 
a la prestación de un servicio curativo, sino que abarca el inicio, desarrollo y 
terminación de los tratamientos médicos hasta que se logre la recuperación y 
estabilidad del paciente. La Corte sostuvo que en atención al principio pro homine, 
si existen dudas en torno a si el servicio solicitado está o no incluido dentro del 
plan de beneficios, prevalece el favorecimiento a la prestación efectiva del mismo 

(...).” 

 

En cuanto al derecho a la vida, la Corte Constitucional el alguno de los apartes 

de la Sentencia T-444 de 1999, ha señalado lo siguiente: 

 
“En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin 
tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, 
supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 
posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera 
que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo 
evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 

de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que 
conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 
desaparecer son contrarias a la referida disposición superior,  sino  también todas 
las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera 
efectivamente la vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia 

digna. También quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a 
un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando puede ser como 

ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con más 
veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer 
condiciones de bienestar para sus asociados”. 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA  

 
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan.  
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“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al 

convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 

necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 

entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los 

hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 

probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este 

procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el 

presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 

certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 

fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 

la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 

evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 

el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar que 

el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo cual 

una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, pues 

como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra sujeta a que el 

accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el medio judicial 

ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos 

fundamentales presuntamente afectados. 

 

Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 

Perjuicio  irremediable,  que,  como  se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 

prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 

 

Sin más consideraciones, asistiéndole a la accionante otros mecanismos para 

prosperar lo pretendido, es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto 

de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

D E C I S I Ó N 

 

En  Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO:  DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  acción  invocada  por la señora 

GLORIA CECILIA JIMÉNEZ DUARTE, identificada con C.C. No. 52.580.886, 
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contra POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS - ARL, por las razones expuestas 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si  la  presente  decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a 

la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

LA JUEZ,                  

 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

JERH 

 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No. 150 del 28 de septiembre de 2021 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
 

 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria. 
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INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., septiembre veintisiete (27) de dos mil veintiuno (2021). Al 

despacho de la señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos 
correspondió la presente acción de tutela la cual se radicó con el No. 2021-446. 
Sírvase proveer. 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

D.C., septiembre veintisiete (27) de dos mil veintiuno (2021) 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede a dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2021-446, instaurada por la señora MARGARITA CASTELLANOS 

CASTAÑEDA, identificada con la C.C. No. 52.021.321, contra la UNIDAD 

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV, 

por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de derecho de 

petición e igualdad. 

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino al Representante Legal y/o quien 

haga sus veces de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV, para que en el término de un (1) día,  

se pronuncien sobre el derecho de petición con radicado No. 2021-711-

2017032-2 de fecha 31 de agosto de 2021, en el que solicitó información de 

CUÁNDO se le va a otorgar la CARTA CHEQUE de la INDEMNIZACIÓN POR 

EL HECHO VICTIMIZANTE DE DESPLAZAMIENTO FORZADO. 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  

 
LA JUEZ,   

 

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

   

JERH 

 

 

        
 
 

 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por 

anotación en estado: 
 

No. 150 del 28 de septiembre de 2021 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
SECRETARIA 


